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Radicación: 11001-03-15-000-2021-00021-00
Demandante: Nación - Ministerio de Defensa Nacional – Policía Nacional
Demandado: Consejo de Estado, Sala Especial de Decisión No. 9
Naturaleza: Acción de tutela
Decisión: Admite 
______________________________________________________________________________________________________________

CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCIÓN TERCERA

SUBSECCIÓN B
Magistrado Ponente: Alberto Montaña Plata

Bogotá, D.C., 22 de enero de 2021
Radicación:
11001-03-15-000-2021-00021-00
Demandante:
Nación – Ministerio de Defensa Nacional – Policía Nacional
Demandado:
Consejo de Estado, Sala Especial de Decisión No. 9
Naturaleza:
Acción de tutela 
Ingresado el asunto al despacho
, la sala procede a resolver sobre su admisión y la solicitud de medida provisional.
La Nación – Ministerio de Defensa Nacional – Policía Nacional, por intermedio de apoderado judicial, presentó acción de tutela por la presunta vulneración de sus derechos fundamentales al debido proceso, defensa y contradicción, con ocasión de la Sentencia de 9 de septiembre de 2020, proferida por la Sala Especial de Decisión No. 9 del Consejo de Estado, dentro del proceso No. 76001-33-31-001-2008-00134-01.
La providencia aludida invalidó la Sentencia de 22 de febrero de 2013, en la que el Tribunal Administrativo de Valle del Cauca revocó la decisión del Juzgado 1 Administrativo de Cali y, en su lugar, negó las pretensiones de la demanda de una acción de grupo
. Así las cosas, la Sala Especial de Decisión No. 9 del Consejo de Estado confirmó el fallo de primera instancia que declaró administrativamente responsable a la Nación – Ministerio de Defensa Nacional – Policía Nacional, revocó algunos aspectos y modificó otros en relación con la indemnización de perjuicios, respecto de lo cual, la entidad, en el escrito de tutela, reprochó la condena por $23.004.340.598, 63 impuesta. 
La parte actora alegó la configuración de los defectos sustantivo y procedimental, dada la interpretación normativa que la entidad judicial accionada realizó a la hora de admitir el mecanismo eventual de revisión. Asimismo, endilgó un presunto desconocimiento del precedente sobre topes indemnizatorios en materia de perjuicios inmateriales.
Puesta en contexto la controversia, procede el despacho a decidir lo pertinente.

1. De la admisión 

De conformidad con lo previsto por el artículo 86 de la Constitución Política y el Decreto 2591 de 1991, SE ADMITE en primera instancia la acción de tutela de la referencia, instaurada por la Nación – Ministerio de Defensa Nacional – Policía Nacional, mediante apoderado judicial, contra la Sala Especial de Decisión No. 9 del Consejo de Estado.
2. De la solicitud de medida provisional
El demandante solicitó como medida previa al fallo (se trascribe): 
“Suspensión provisional de los efectos de la parte resolutiva de la providencia del mecanismo eventual de revisión, emitida por el Consejo de Estado - Sala Plena de lo Contencioso Administrativo Sala Especial de Decisión núm. 9, el nueve (9) de septiembre de dos mil veinte (2020), (…) así como la de su aclaración emitida el 07 de diciembre de 2020 (…)”
Para resolver, debe recordarse que el artículo 7 del Decreto 2591 de 1991 estableció:

“ARTÍCULO 7º- Medidas provisionales para proteger un derecho. Desde la presentación de la solicitud, cuando el juez expresamente lo considere necesario y urgente para proteger el derecho, suspenderá la aplicación del acto concreto que lo amenace o vulnere. 

Sin embargo, a petición de parte o de oficio, se podrá disponer la ejecución o la continuidad de la ejecución, para evitar perjuicios ciertos e inminentes al interés público. En todo caso el juez podrá ordenar lo que considere procedente para proteger los derechos y no hacer ilusorio el efecto de un eventual fallo a favor del solicitante.
La suspensión de la aplicación se notificará inmediatamente a aquél contra quien se hubiere hecho la solicitud por el medio más expedito posible.

El juez también podrá, de oficio o a petición de parte, dictar cualquier medida de conservación o seguridad encaminada a proteger el derecho o a evitar que se produzcan otros daños como consecuencia de los hechos realizados, todo de conformidad con las circunstancias del caso.

El juez podrá, de oficio o a petición de parte, por resolución debidamente fundada, hacer cesar en cualquier momento la autorización de ejecución o las otras medidas cautelares que hubiere dictado” (se destaca).

Adicionalmente, la Corte Constitucional ha establecido que (se trascribe) “las medidas provisionales buscan evitar que la amenaza contra el derecho fundamental se convierta en violación o, habiéndose constatado la existencia de una violación, ésta se torne más gravosa” 
. 

En ese orden, el juez constitucional está facultado para dictar medidas provisionales de suspensión, de ejecución, de conservación o incluso, aquellas innominadas que estime procedentes para proteger los derechos fundamentales y evitar los casos en donde el fallo resulta inocuo por el paso del tiempo.

En el caso bajo estudio la entidad demandante radicó la acción de tutela y fundamentó la urgencia de la intervención del juez constitucional alegando que, de conformidad con lo establecido en el artículo 65 de la Ley 472 de 1998, la suma de $23.004.340.598, 63 por la cual fue condenada, debía ser consignada en el Fondo para la Defensa de los Derechos e Intereses Colectivos dentro de los 10 días siguientes a la ejecutoria, por lo que, en el evento de consignarse dicha suma, (se trascribe) “el Fondo deberá iniciar el trámite de entrega, lo cual causaría un perjuicio irremediable por la dificultad que implicaría recuperar estos dineros en el evento de prosperar la protección de los derechos fundamentales vulnerados”.
Por lo anterior, el despacho estima que, aunque el juez constitucional está en la posibilidad de decretar medidas que considere pertinentes para salvaguardar los derechos fundamentales objeto de protección; ello debe basarse en motivos de urgencia e inminencia, que permitan determinar la necesidad de la medida, situación que no se satisface en el presente caso, por lo siguiente:
1) Este despacho advierte que, el término de 10 días indicado por la entidad demandante como sustento de la medida provisional solicitada, ya pasó.  Ello tiene razón de ser porque la providencia enjuiciada fue proferida el 9 de septiembre del 2020, el 4 de diciembre se resolvió una solicitud de aclaración y adición y, finalmente, el 7 de diciembre fue notificada, cobrando ejecutaría el 10 de diciembre de 2020, por lo que, a la fecha, ya trascurrieron los 10 días que se pusieron de presente como término establecido por la ley para la entrega del monto de la indemnización al Fondo para la Defensa de los Derechos e Intereses Colectivos.
2) Además, considera el despacho que, ante el perjuicio irremediable y la urgencia manifestada, la entidad demandante debió acudir de manera inmediata al juez constitucional, y no esperar al 18 de diciembre de 2020, fecha en la que radicó, de manera incompleta, la tutela de la referencia, es decir, un día antes de la vacancia judicial, cuando, se reitera, el 4 de diciembre de 2020 se notificó la solicitud de aclaración y adición de la providencia aquí enjuiciada e, incluso, esta última se notificó el 16 de septiembre de 2020. 
3) En esta etapa procesal, no se pueden dar por ciertos los defectos en los que, según el actor, incurrió la autoridad judicial demandada, toda vez que, 1) ello conllevaría, en sí mismo, a emitir un pronunciamiento propio del fondo del asunto sin contar con elementos de juicio suficientes y 2) desconocer que, con la Sentencia enjuiciada de 9 de septiembre de 2020, se está ante una cosa juzgada formal.
4) En todo caso, la acción de tutela tiene un trámite preferencial y expedito y, por esa razón, la misma, en el caso concreto, se decidirá en la mayor brevedad posible. 
Por lo expuesto, el despacho estima que no hay lugar a decretar la medida provisional, consistente en ordenar la suspensión de los efectos de la Sentencia de 9 de septiembre de 2020 del proceso No. 76001-33-31-001-2008-00134-01.

3. De las pruebas y anexos aportados 

El despacho advierte que, de los documentos enunciadas por el demandante en el escrito de tutela, no fueron allegados (a) “Providencia del 07 de diciembre del Honorable Consejo de Estado que negó la aclaración, corrección o modificación, propuesta por la Nación – Ministerio de Defensa – Policía Nacional”, relacionado en el acápite de pruebas, y (b) “Copia autentica de la resolución número 3200 del 31 de julio del año 2009¨ Por la cual se adecua la conformación del comité de Conciliación y Defensa Judicial del Ministerio de Defensa y la Policía Nacional, se promueve la acción de repetición, se delega la facultad de constituir apoderados para conciliar y se dictan otras disposiciones”, relacionado en el acápite de anexos. En esa medida, se requerirá a la parte demandante para que los remita vía correo electrónico.
RESUELVE

PRIMERO:
ADMITIR la acción de tutela presentada por la Nación - Ministerio de Defensa Nacional – Policía Nacional, por conducto de apoderado judicial, contra la Sala Especial de Decisión No. 9 del Consejo de Estado y VINCULAR al Tribunal Administrativo de Valle del Cauca, al Juzgado 1 Administrativo de Cali y a los señores (as) Ruby Jaramillo Corrales, Camilo Andrés Orozco Cano, Manuel Alejandro Orozco Jaramillo, Juliana Andrea Orozco Jaramillo, Luz Stella Betancourth Grisales, María Teresa Betancourth Grisales, Olga Lucía Betancourt Grisales, Javier Orozco Grisales, Jairo Ancizar Betancourt Grisales, María Consuelo Mesa González, Sebastián Arismendi Mesa, Juan Camilo Arismendi Mesa, Olga Lucía Arismendi Ospina, Gloria Cilene Arismendi Ospina, Jorge Hernán Arismendi Ospina, Ana Milena Gómez de Echeverry, Diana Milena Echeverry Gómez, Ramiro Andrés Echeverry Gómez, Graciela Sánchez de Aparicio, Tránsito Sánchez, Merly Rocío Aparicio Sánchez, Fabiola Perdomo Estrada, Juan Carlos Narváez Jiménez, Daniela Narváez Perdomo, Luz Marina Reyes de Narváez, Álvaro Ricardo Narváez Reyes, Luis Eduardo Narváez Reyes, Diego Luis Narváez Reyes, Gloria Amparo Narváez Reyes, Cecilia Yolanda Narváez Reyes, Aura Marina Narváez Reyes, Erika Patricia Serna Cadavid, Melisa Barragán Ríos, Diego Fernando Barragán Ríos, Carlos Andrés Barragán Serna, Carlos Barragán Lozada, Marlene López de Barragán, Adriana María Barragán López, Felipe Barragán López, Hernán Darío Barragán López, Carmen Emilia García de Hoyos, Dora Ruiz Aguado, Efraín Alberto Hoyos García, Jhon Jairo Hoyos García, Diego Hernando Hoyos García, Gloria Amparo Moreno, Daniela Hoyos Moreno, Jairo Andrés Hoyos Ruiz, Brillith Hoyos Loaiza, Efraín de Jesús Hoyos Díaz, Rodrigo Hoyos Salcedo, María Mercedes Hoyos Salcedo, Gilma Teresa Hoyos Salcedo, Francisco Fernando Hoyos Salcedo, José Eugenio Hoyos Salcedo, Efraín Alberto Hoyos Salcedo, Mary Elena Hoyos Salcedo, Helmer Eduardo González Hoyos, Gilma Rosa González Hoyos, Oliverio Hoyos Salcedo, Pedro Pablo Hoyos Salcedo, Julián Hoyos Salcedo, Ana María García González, Blanca Leonor Ortega Dueñas, Enriqueta Varela Cobo, María Nieves Varela Cobo, Arnulfo Varela Cobo, James Varela Cobo, Guillermo Varela Cobo, Hermes Varela Cobo, María del Socorro Cadavid Murcia, Luis Fernando Giraldo Cadavid, Ángela María Giraldo Cadavid, Álvaro José Giraldo Cadavid, Luz Elena Grajales, Juan Sebastián Pérez Grajales, Álvaro Hernán Piedrahita, Ayda Núñez de Pérez, Vicente Pérez Núñez, Aracelly Pérez Núñez, Carlos Hernán Pérez Núñez, Gabby Cristina Sánchez López, Diana Carolina Charry Sánchez, Laura Ximena Charry Sánchez, Paola Andrea Medina Sánchez, Celmira Quiroga Segura, Amparo Charry Quiroga, Jhon Jairo Valencia Murillo, Juan Sebastián Valencia Charry, María Tarquina Charry Charry, Daniel Oscar Sánchez Valdés, Luz Marina López de Sánchez, Oscar Daniel Sánchez López, María Dabeiba Benítez Charry, Nancy Bravo de Charry, Emilio Charry Bravo, Paula Andrea Charry Bravo, Yury Bibiana Charry Bravo, José Diego Quintero Herrera, Lucía Quintero de Rivera, Rubiel Quintero Herrera, Luz Mila Quintero Herrera, Luz Mery Quintero Herrera, Luz Dary Quintero de Hurtado, María Luzaida (Luzayda) Quintero Herrera, Natalia Quintero López, Luz Stella Galvis Quintero, Gerardo Quintero Vargas, como terceros interesado en el proceso.
SEGUNDO:
NOTIFICAR Y CORRER TRASLADO de la tutela y sus anexos, al demandado y a los terceros vinculados, para que, en el término de 2 días, contados desde la fecha de notificación, se pronuncien o rindan el informe que estimen pertinente.
TERCERO:
OFICIAR al Juzgado Primero Administrativo de Cali, para que remita escaneado, el expediente del proceso No. 76001-33-31-001-2008-00134-00/01 a la siguiente cuenta de correo electrónico «secgeneral@consejodeestado.gov.co».
CUARTO:
NEGAR la solicitud de medida provisional presentada por la parte demandante, de conformidad con los motivos expuestos.
QUINTO:
Por Secretaría General, REQUERIR por el medio más expedito posible, al demandante para que, en el término de 2 días, contados a partir del conocimiento de esta decisión, remita los documentos relacionadas en la parte motiva de esta providencia
, a la siguiente cuenta de correo electrónico del Consejo de Estado «secgeneral@consejodeestado.gov.co».  
SEXTO:
Por Secretaría General de esta Corporación, PUBLICAR la presente providencia en la página web del Consejo de Estado.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Firmado electrónicamente
ALBERTO MONTAÑA PLATA 
� El 21 de enero de 2021, tal como consta en la Sede Electrónica para la Gestión Judicial-SAMAI.


� Identificada igualmente con el radicado No. 76001-33-31-001-2008-00134-01 y acumulado con el 2008-00157-00.


� Sentencia SU–695 de 12 de noviembre de 2015.


� (a) “Providencia del 07 de diciembre del Honorable Consejo de Estado que negó la aclaración, corrección o modificación, propuesta por la Nación – Ministerio de Defensa – Policía Nacional.”, relacionado en el acápite de pruebas, y (b) “Copia autentica de la resolución número 3200 del 31 de julio del año 2009¨ Por la cual se adecua la conformación del comité de Conciliación y Defensa Judicial del Ministerio de Defensa y la Policía Nacional, se promueve la acción de repetición, se delega la facultad de constituir apoderados para conciliar y se dictan otras disposiciones.”
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